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Comisión) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 15 y 5) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación 
del Ministerio de Desarrollo Social integrada por el señor Ministro, economista Daniel Olesker; la Directora 
General de Secretaría, señora Alicia Díaz, y el Director Nacional de Desarrollo Social, licenciado Jorge 
Bertullo. Asimismo, agradecemos la presencia de las asesoras del Ministerio de Economía y Finanzas, 
señoras Cecilia Lara, Lucía Fajardo y Andrea Peralta, y de las asesoras de la OPP, señoras Gabriela Ferreira, 
Paula Manera y Susana Yakes. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Para comenzar nuestra presentación queremos 
rendir cuentas sobre lo que está incorporado en el proyecto que ustedes tienen a consideración. 


El Ministerio de Desarrollo Social ha culminado el año 2012 con una ejecución en gastos de funcionamiento 
del 97,76%, rubro al que se habían asignado $ 2:558.550; buena parte de los gastos de funcionamiento está 
asociada al proceso de contratación de organizaciones de la sociedad civil para el funcionamiento de 
programas como Uruguay Trabaja o de los refugios. 


El rubro inversiones tuvo una ejecución del 93,03%. 


El presupuesto global del Ministerio fue de aproximadamente $ 3.000:000.000, del cual un 60% está 
asignado a los tres programas de transferencias monetarias, y que son la principal propuesta programática: la 
Tarjeta Uruguay Social, Asistencia a la Vejez y la prestación que se otorga por el programa Uruguay Trabaja. 


Sobre esa ejecución presupuestal queremos hacer algunos comentarios generales. Como habíamos planteado 
y nos comprometimos cuando vinimos en oportunidad de la Rendición de Cuentas anterior, hemos reducido 
el número de tarjetas Uruguay Social, a partir de 65.079 visitas que se realizaron a hogares, que permitieron 
refocalizar un instrumento que tenía un alto índice de desfocalización; hoy estamos por debajo de las 62.000 
tarjetas Uruguay Social respecto a las 112.000 que existían cuando nació; como recordarán, la Tarjeta 
Uruguay Social es una continuación del ingreso ciudadano del Plan de Emergencia y de la canasta 
alimentaria del INDA. El principal gasto que tenemos en el Ministerio -casi $ 1.200:000.000- corresponde a 
la tarjeta Uruguay Social, que es una transferencia monetaria bajo la forma de tarjeta para comprar alimentos 
y productos de higiene. El proceso de reducción de las tarjetas se hizo a partir de la mejora de la situación de 
las personas y de la aplicación de un nuevo índice de carencias críticas -como comentamos en la Rendición 
de Cuentas del año pasado y en una interpelación que se hizo en la Cámara de Diputados-, lo que permitió 
adecuar, ordenar y refocalizar la tarjeta. Al mismo tiempo, tomamos la decisión de devolver el IVA de lo 


adquirido con esta tarjeta -proyecto de ley que fue aprobado por este Parlamento, y que se aplica a las 65.000 
tarjetas- y a las asignaciones familiares. El número abarcado en este último caso todavía es bajo; nuestra 
capacidad de gestión en las asignaciones familiares es menor que en las tarjetas porque se pagaban en dinero. 
Es necesario "tarjetizar" las asignaciones familiares, pero a pesar de la importante campaña publicitaria que 
hizo el Banco de Previsión Social para que eso sucediera, todavía el número es escaso. En cambio, las 65.000 
tarjetas Uruguay Social reciben la devolución. 


En el marco de esta Rendición de Cuentas decidimos otorgar la tarjeta Uruguay Social a la población "trans" 
por su alto nivel de vulnerabilidad. En mayo -todavía no están procesadas las cifras de junio y julio- 
habíamos entregado 487 tarjetas Uruguay Social a la población "trans", siendo los departamentos de mayor 
incidencia Montevideo -por razones obvias de población-, Cerro Largo y Rivera. 


El segundo gasto importante, por su volumen y también por su impacto, es el que se destina a personas en 
situación de calle, que en esta Rendición de Cuentas es de $ 230:000.000. Este programa fue planteado en la 
Rendición de Cuentas de hace dos años, cuando llegué al Ministerio. En ese momento, el Ministerio tenía 
poco más de 700 cupos para personas en situación de calle, lo que generaba un problema de demanda 
insatisfecha muy importante. Hoy tenemos 1.350 cupos de carácter permanente, y en invierno agregamos 220 
de contingencia, aunque ello no está en la Rendición de Cuentas porque esta situación es coyuntural. 


Si ustedes hacen el análisis del costo en relación al cupo, podrán apreciar que el gasto per cápita aumentó de 
manera importante desde 2010. Antes de 2011, el 90% de los cupos eran refugios exclusivamente nocturnos y 
solo el 10% eran centros de veinticuatro horas; hoy tenemos aproximadamente 800 cupos de centros 
nocturnos y más de 550 de veinticuatro horas. O sea que estamos hablando de una proporción de 60% - 40%. 
Por supuesto, los centros de veinticuatro horas, además de necesitar más personal, este requiere tener otro 
tipo de calificaciones técnicas para el trabajo, ya que son centros de pre-egreso. Además, 300 de los cupos 
con que cuentan los centros de veinticuatro horas son utilizados por madres con niños, con quienes se hace 
un trabajo interno muy importante. Por lo tanto, el aumento del gasto que figura en esta Rendición de 
Cuentas no solo se debe al incremento de cupos, sino también al incremento del costo per cápita, derivado del 
cambio de metodología, lo cual permite trabajar con la población que egresa; algunos usuarios de los refugios 
que funcionan las veinticuatro horas se han reinsertado en el sistema laboral. 


Culminando con los programas que insumen gran parte del presupuesto asignado, en esta Rendición se 
incluyeron algunas modificaciones al Programa Uruguay Trabaja, que se aplicarán en 2014; el Director 
Bertullo hará referencia a los artículos específicos. 


La otra vía de inclusión laboral del Mides son los emprendimientos productivos y las cooperativas sociales. 
En el año 2010 contábamos con aproximadamente 100 cooperativas sociales; en 2011 esta cifra subió a 140, 
y ahora tenemos 225, con una inserción de aproximadamente nueve o diez personas en cada una de ellas. Por 
lo tanto, estamos hablando de más de dos mil personas insertas en cooperativas sociales. 


Además, incluimos una manera de formalización de los emprendedores individuales a través del 
monotributo. Hacia fines de 2012 -no tenemos las cifras del primer semestre del año 2013, que estamos 
cerrando ahora- había 1.745 personas inscriptas en el monotributo social, de las cuales 445 ya eran 
beneficiarias del monotributo común, pero dadas sus condiciones de vulnerabilidad pasaron a la otra 
modalidad. 


El Programa de Asistencia a la Vejez no lo comento porque en el año 2012 no hubo ningún cambio 
significativo con respecto a 2011. 


El Programa de Calle tuvo un cambio cualitativo muy relevante, ya que al día de hoy la cobertura es 
prácticamente total: los cupos son suficientes y no se detectaron problemas relevantes en este sentido. 


Esta es la panorámica de la Rendición de Cuentas respeto al gasto realizado en los principales programas. 


Por otra parte, el año pasado, cuando concurrimos a esta Comisión en ocasión del tratamiento de la 
Rendición de Cuentas, propusimos un nuevo gasto social, rubro que no iba a ser asignado al Ministerio de 
Desarrollo Social, sino que este lo iba a coordinar y a cogestionar. Los programas vinculados a este gasto - 
Jóvenes en Red, Uruguay Crece Contigo y los ETAF- fueron considerados prioritarios por el gabinete social. 


Hace un año que estos programas se llevan a cabo, y el dinero a ellos asignado en la pasada Rendición de 
Cuentas fue gastado en su totalidad. 


El Programa Jóvenes en Red llega a 2.300 jóvenes, la mitad de los cuales ya están reinsertos en algún 
instituto educativo o están realizando alguna pasantía laboral. No olvidemos que esta población estaba 
totalmente excluida, pero ahora la mitad está estudiando en el liceo, en la UTU o está inserta en el mercado 
de trabajo. 


El Programa Cercanías incluye a 1.800 hogares, y el Programa Uruguay Crece Contigo atiende a 2.500 niños 
y madres embarazadas. 


Los objetivos de estos programas se cumplieron en su totalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advertimos que seis de los artículos de esta Rendición de Cuentas -255 a 260- 
corresponden al Ministerio de Desarrollo Social, pero hay dos artículos adicionales: el 148 y el 303. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- En primer lugar voy a hacer referencia al 
artículo 148, que está fuera del Inciso 15. A través de este artículo se incorpora el Ministerio de 
Desarrollo Social a la Junta Nacional de Migración, que es el órgano asesor y coordinador de las 
políticas migratorias. 


Al comienzo de este período de Gobierno, la ex Ministra Ana María Vignoli planteó su preocupación por 
incorporar los aspectos sociales en la migración. Por esa razón, el Subsecretario Meléndez concurría 
asiduamente como oyente a la Junta Nacional de Migración, y era consultado en todos los aspectos relativos 
a cuestiones sociales: prestaciones como la tarjeta Uruguay Social o la asignación familiar, y aspectos 
vinculados a los refugios o a centros de acogida. Este año estuvimos involucrados por una situación de trata 
laboral, sobre lo que también se informó al Parlamento. 


En función de lo expuesto, el Subsecretario Meléndez planteó a los organismos integrantes de la Junta 
Nacional de Migración la posibilidad de que el Ministerio de Desarrollo Social no concurriera solo como 
oyente, sino que pasara a ser uno de sus integrantes. Dichos organismos, en particular la Presidencia, 
consideraron positiva dicha incorporación, y esa es la razón por la que se incluye este artículo, que incorpora 
al Mides como miembro pleno de la Junta Nacional de Migración. 


Los artículos relativos al Inciso pueden dividirse en tres partes: el artículo 255, los artículos 256 y 257 -que 
tienen que ver con cargos de confianza- y los artículos 258, 259 y 260, que refieren al Programa Uruguay 
Trabaja. Yo voy a hacer referencia a los dos primeros bloques y el Director de Desarrollo se extenderá sobre 
el tercero. 


En el período presidido por el doctor Tabaré Vázquez se decidió que el Programa Nacional de Discapacidad, 
que formaba parte del Ministerio de Salud Pública, pasara al Mides, teniendo en cuenta que aunque tuviera 
componentes vinculados a la salud, no brindaba una prestación sanitaria, sino social. Eso se aprobó en alguna 
Ley de Rendición de Cuentas -en este momento no recuerdo exactamente cuál, pero creo que fue en la de 
2007-, y así fue que pasó al Ministerio de Desarrollo Social. 


Con esta misma lógica de que los hogares de la tercera edad -o de ancianidad- son parte de la política social - 
en particular, el Instituto Nacional del Adulto Mayor, que fue creado también por ley y para el cual, en la 
primera Rendición de Cuentas de este Período de Gobierno, se adjudicó el cargo de confianza para la 
dirección del Instituto, que ya fue asignado a la licenciada Adriana Rovira- se entendió que había que hacer el 
pasaje de su regulación, no de la gestión. Cabe aclarar que aquí no estamos hablando de los hogares 
gestionados por el Banco de Previsión Social, sino de los hogares privados sin fines de lucro, que realizan 
tareas de apoyo a la tercera edad. Lo que propusimos, conjuntamente con el Ministerio de Salud Pública, fue 
el pasaje de su regulación al Mides. Obviamente, estos hogares tienen aspectos sanitarios, al igual que los 
hogares que atienden a las personas con discapacidad. Por lo tanto, el Sector Ancianidad del Ministerio de 
Salud Pública, en el marco de una regulación general, continuará regulando y controlando los aspectos 
sanitarios. 


Por otra parte, todo lo que tiene que ver con habilitaciones, espacios físicos, tipo de tratamientos y aquellos 
aspectos que hacen a la convivencia entre la institución hogar y las personas, pasaría -de ser aprobado el 
artículo 255- al Ministerio de Desarrollo Social. 


En segundo lugar, los artículos 256 y 257 tienen que ver con un proceso de reestructura que el Mides está 
realizando. Nosotros somos uno de los cuatro pilotos de la reestructura. Seguramente, cuando los integrantes 
de la Presidencia vengan aquí informarán sobre los detalles particulares del proceso de reestructura. En ese 
sentido, nuestra mirada -sobre la cual hablamos en alguna otra oportunidad que vinimos al Parlamento- está 
vinculada con la fragmentación y dispersión programática que tenía el Mides. Por tanto, tomamos la decisión 
de reducir casi once direcciones que tenía el Ministerio de Desarrollo Social, aunque una sola era Unidad 
Ejecutora, por la forma en que se construyó el Ministerio en el año 2005. Recordemos que se le adjudicó toda 
la delegación de Unidad Ejecutora a una única unidad: la Dirección General de Secretaría, aunque tenía once 
direcciones. En este caso, estamos eliminando, como cargo de confianza, la Dirección de Desarrollo 
Ciudadano, la Dirección de Asistencia Crítica e Inclusión Social y la Dirección del Programa de Atención a 
Colectivos y Población Vulnerable, todo lo cual quedaría integrado a la Dirección Nacional de Desarrollo 
Social, donde estarían todos los programas que dirige el licenciado Jorge Bertullo, como ya fue aprobado, si 
no recuerdo mal, en la Rendición de Cuentas del año pasado. 


Al mismo tiempo, en la medida en que nosotros modificamos nuestra política de gestión territorial, 
cambiamos el cargo de Dirección de Coordinación Territorial por el de Director de Gestión Territorial. Y en 
la medida en que modificamos todo el trabajo de la mirada integral -lo que nosotros llamamos, en genérico, 
"una Jefatura de Gabinete"-, sustituimos al Director de Programa Infamilia por el Director de Coordinación 
Interdireccional. 


En síntesis, cinco cargos de confianza quedarían eliminados; tres de ellos eliminados efectivamente, y dos 
sustituidos por nuevos cargos, en función de la manera en que fue hecha la reestructura. El balance neto es 
que tenemos tres cargos de confianza menos que en el 2011, cuando hace algo más de dos años, un 19 de 
julio, me tocó asumir en este Ministerio. 


Finalmente, voy a pedir al licenciado Bertullo que se refiera a los tres artículos, que van del 258 al 260, 
vinculados con el Programa "Uruguay Trabaja". Asimismo, completando la rendición de cuentas que hice, le 
voy a solicitar también que comente algunos datos sobre el número de cupos y de personas que involucra este 
Programa. SEÑRO BERTULLO.- Me toca comentar tres artículos que pretenden actualizar y mejorar la Ley 
N? 18.240, que generó el Programa "Uruguay Trabaja". 


Como ustedes recordarán, ese Programa ya tiene unos cuantos años, y beneficia anualmente a unas 3.000 
personas, provenientes de un contexto de vulnerabilidad extrema y, en general, sin antecedentes laborales. 


Los tres artículos propuestos aspiran a combatir la discriminación de cualquier naturaleza en el plano laboral, 
a actualizar el concepto de hogar focalizando mejor la definición y actualizar las compatibilidades en la 
participación al Programa. 


El artículo 258 propuesto en el proyecto de ley habilita a disponer de cupos para personas que pertenecen a 
sectores de la población que habitualmente son discriminados, como los afrodescendientes, los 
discapacitados, los trans, entre otros. En la redacción actual, la ley prevé hacer un llamado abierto, donde no 
discrimina positivamente a estos sectores de población que entendemos que sería beneficioso contemplar con 
la habilitación de cupos específicos que podrían formar parte de los llamados. 


El artículo 259 tiene que ver con el concepto de hogar. Se procura una definición un poco más amplia, más 
abierta, a tono con los conceptos de la evolución de la familia en el Uruguay de hoy. 


El artículo 260 plantea nuevas incompatibilidades. Se elimina el artículo referido a que no se pueden 
presentar las personas que participaron de programas anteriores del Mides, por ejemplo, "Trabajo por 
Uruguay", que ya no existe, lleva más de dos años desaparecido. También se exceptúan las pensiones por 
invalidez y sobrevivencia. En realidad, actualiza lo que ya estaba dispuesto en la ley anterior. 


Como ustedes saben, este Programa también opera en todo el país. En términos de cupos actuales hay 3.010 
trabajadores efectuando experiencia nacional, distribuidos en todo el territorio nacional, unos 1.000 de ellos 
lo hacen en Montevideo, y aproximadamente el 70% son mujeres. 


Es cuanto tengo para decir. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Con esto culminamos la presentación general y 
particular. Estamos abiertos a consultas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué tiene para decirnos del artículo 303, que tiene que ver más que nada 
con las donaciones especiales? 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Dentro del cuarto punto relativo al apoyo a la 
niñez y la adolescencia -entre lo que está el INAU, la Fundación "Niños con Alas", "Aldeas Infantiles", 
"Gurises Unidos", etcétera-, cabe señalar que el Ministerio opinará sobre las donaciones que se 
financien con estos proyectos. Esto parece lógico dado que lo relativo a la niñez y la adolescencia está 
dentro de la órbita de la política social y, en particular del MIDES, no solo por su función, sino porque, 
además, el INAU, organismo rector de la niñez y la adolescencia, se comunica con el Poder Ejecutivo a 
través de nuestra Cartera. O sea que simplemente ese es nuestro rol natural en estos proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora los señores legisladores procederán a hacer preguntas y cabe recordar, 
con el mayor respeto y sin el menor ánimo de censurar, que acá lo que estamos haciendo es considerar 
los artículos que tienen que ver con la Rendición de Cuentas y que refieren al Ministerio de Desarrollo 
Social. Existen Comisiones especializadas que discuten las políticas. 


SEÑOR ABDALA.- Damos la bienvenida al señor Ministro y a los funcionarios y jerarcas que lo 
acompañan. 


No era necesaria su advertencia, señor Presidente, pero siempre es bienvenida, en cuanto a que efectivamente 
estamos considerando la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución Presupuestal, así como los ajustes 
presupuestales que la acompañan, y también los ajustes legales y normativos que no son materia de la 
Rendición de Cuentas y que, sin embargo, la integran. 


Quiero hacer dos preguntas; una con relación a la Rendición de Cuentas y otra referida al articulado. 


La que tiene que ver con la Rendición de Cuentas es muy concreta. Revisando los planillados, encontramos 
dos proyectos que, por lo que pudimos advertir, no han sido motivo de ejecución presupuestal, es decir que 
no se habrían llevado a cabo. Por supuesto que no son de los proyectos principales o centrales a los que hacía 
referencia el señor Ministro, pero queremos preguntar cuál es la causa o la explicación de lo que, en 
apariencia, es una situación de no ejecución del crédito aprobado por el Parlamento. 


Me refiero al Proyecto 113, que refiere al proyecto piloto "Economía Social de Frontera" para el que se 
asignaron $ 10:000.000. De acuerdo con el planillado, aparece como que la ejecución sería cero. Y el otro es 
el proyecto que se llama algo así como "Capacitación e Infraestructura" y que creo está dirigido a los 
clasificadores del interior del país. Ahí se habrían destinado $ 13:000.000, que no habrían sido motivo de 
ejecución. 


Lo digo en condicional porque simplemente revisando planillados y específicamente el que hace referencia a 
los programas y a la ejecución presupuestal respectiva, me encontré con ese detalle y, obviamente, esto 
despertó mi curiosidad. Por eso, así como lo vi, lo traslado al señor Ministro. 


Con relación al articulado, quisiera hacer algunas consultas, adelanto que me surgieron algunas dudas en lo 
> 

que tiene que ver con las disposiciones referidas al Programa "Uruguay Trabaja" y a las modificaciones 

legales que aquí se sugieren. 


El artículo 258, aun cuando interpreto el propósito de la Administración y las razones que acaba de expresar 
el señor Ministro en cuanto a contemplar situaciones de discriminación que existen en nuestra sociedad - 
nadie las desconoce-, se me generan dudas en cuanto al mecanismo o fórmula que aquí se prevé, que es una 
especie de delegación que se sugiere que el Parlamento haga a la Administración para que sea el 
Administrador el que disponga los cupos, de acuerdo con su leal saber y entender, en los términos que 
considere oportunos. Me parece que como estamos frente a una cuestión de derechos, eso puede llegar a 


representar una situación indeseable y, en todo caso, una solución que a nuestro juicio puede tener visos de 
inconstitucionalidad. Cuando se aprueban normas que contienen lo que se concibe como acciones afirmativas 
-este Parlamento lo ha hecho recientemente con la ley relacionada con los afrodescendientes, que acaba de 
ser aprobada por el Senado, con modificaciones; más cerca en el tiempo aprobamos la Ley de Empleo 
Juvenil, que también contiene una serie de cupos relacionados con las distintas minorías: discapacitados, 
afrodescendientes, población trans, etcétera-, allí, claramente el legislador cuotifica y establece los cupos. Y 
creo que esto no es caprichoso, es decir: eso tiene una razón, que, a mi juicio, es profunda. Por definición, las 
acciones afirmativas implican introducir en la realidad una desigualdad, a los efectos de alcanzar después el 
propósito o el objetivo de una mayor equidad en la sociedad. Esto, que en principio implica una vulneración 
del principio de igualdad, sin embargo, se admite, en la medida en que es necesario por razones de 
proporcionalidad, a fin de provocar un efecto que es el de la búsqueda final de la equidad y la igualdad social. 


Me parece que, por lo tanto, es la ley la que, en esa perspectiva, no solo debe disponer esa acción afirmativa 
o esa decisión que, en principio, implica precisamente tratar en forma desigual situaciones que son 
desiguales, sino que al hacerlo, obviamente, debe establecer con claridad los límites. Entiendo que si bien una 
acción de este tipo -que, reitero, implica, en principio, una intervención a los efectos de provocar una 
consecuencia de estas características- resulta admisible, como es indispensable que se realice en términos de 
equilibrio debe ser la propia ley la que, por su propio imperio o naturaleza y por representar además la 
voluntad legislativa, establezca las características, los límites y los porcentajes relacionados con cada una de 
las minorías que se quiere contemplar. 


Me parece, entonces, que esta fórmula de establecer simplemente una autorización genérica para que, por las 
razones que aquí se mencionan, se pueda establecer esta diferenciación, puede ser peligrosa, y mucho más, 
señor Presidente, con relación a un plan como este, el plan "Uruguay Trabaja", que no está referido 
exclusivamente a la población económicamente activa -que ya con eso bastaría-, sino a aquellos que, 
integrando la población económicamente activa, se encuentran ya en una situación de vulnerabilidad social. 
Por eso me parece que la situación es todavía más delicada. 


Reitero: una autorización genérica de estas características, que inclusive le permite a la Administración 
establecer los cupos que quiera, en la cuantía que quiera, por las razones que menciona el artículo o por otros 
factores, creo que es de una laxitud que verdaderamente nos pone bastante más allá de los límites de lo que 
debería ser, en tal caso, una solución legislativa ponderada y lo suficientemente precisa como para no incurrir 
en una inconstitucionalidad. 


Dejo planteada otra pregunta con relación a estos artículos, que tiene que ver con la redefinición del concepto 
de hogar. Comprendo las razones que aquí se mencionan. Me parece atendible y entiendo que está bien que el 
Ministerio se proponga estos ajustes, pero me parece que no lo han resuelto de la mejor manera, por lo menos 
en mi concepto. 


Con relación a la definición de hogar yo creo que no era necesario eliminar la expresión de que por hogar se 
entiende aquellos que viven bajo un mismo techo o constituyen una familia, o una unidad similar a la familia. 
Ese es un concepto que por algo todos votamos en el Período pasado y con el cual seguramente podríamos 
alcanzar un consenso. Yo no hubiera sustituido eso por esto que se propone acá, que dice que por hogar se 
entiende aquellas situaciones en las que para la alimentación los integrantes del hogar dependen de un fondo 
común. Me parece que esa es una definición realmente pedestre de más. Yo hubiera mantenido lo otro y, en 
todo caso, hubiera agregado esto. Entiendo que la redefinición del concepto de hogar, a mi juicio, no está 
bien lograda. 


La última pregunta tiene que ver con el artículo 260. Aquí, básicamente se establece una excepción que es la 
de aquellos ciudadanos que tengan pensiones por invalidez y sobrevivencia. Mi pregunta es cuál es la razón 
de haber establecido esto, porque, en tal caso, quienes obtienen estas pensiones reciben una asistencia de 
parte del Estado. Es una prestación no contributiva que brinda el Banco de Previsión Social habitualmente, 
pero después está la que ha brindado el MIDES en el marco del "Plan de Equidad". Entonces, entiendo que 
establecer la acumulación con el Programa "Uruguay Trabaja" puede tener fundamento -no digo que no-, 
pero al mismo tiempo puede llegar a representar una suerte de discriminación en la medida en que haya 
ciudadanos -como los hay- aspirando a ingresar a un plan que tiene cupos, que no es ilimitado y que, por lo 
tanto, no sé si llega -no creo- a colmar toda la demanda que al respecto se pueda plantear en los hechos. 


Esas eran las tres o cuatro preguntas que quería realizar, una referida a la Rendición de Cuentas y otras tres, a 
los artículos 258 y siguientes, que tienen que ver con el Programa Uruguay Trabaja, por las razones que 
mencionamos en nuestra intervención. 


SEÑOR SANDER.- Saludo al señor Ministro, con quien nos conocemos desde el año 1983, cuando fue 
profesor mío de Economía I en la Facultad; hoy vino con una delegación menos nutrida que la de años 
anteriores. 


En primer lugar, me parece bueno que en la medida en que vaya aumentando la eficiencia en el trabajo se 
proceda a la supresión de los cargos de confianza, lo que va en línea con lo que veníamos planteando desde el 
año 2010 y muestra que hay aspectos que van mejorando. 


Quiero hacer una pregunta con respecto a lo que aparece en la página 128 del Informe económico-financiero. 
En él se explica que en Uruguay hay 407.000 asignaciones familiares -supongo que se refiere a las 
especiales, es decir, las AFAM-, y 65.162 Tarjetas Uruguay Social familiares. En la página mencionada se 
expresa que: "Ambas transferencias (TUS, AFAM, junto con otras de tipo alimenticio) tuvieron un efecto 
positivo en la reducción de la pobreza e indigencia", ya que llegamos a cifras de 13,1% de pobreza y de 0,6% 
de indigencia, cosa que celebramos. Pero la conclusión a la que llego tiene que ver con lo siguiente, que dice 
a continuación el informe: "A modo de ejemplo, si en el año 2012 se les retiraran todas estas transferencias a 
los hogares, se estima que los niveles de pobreza e indigencia aumentarían 18% y 255% respectivamente. 
Este fuerte deterioro de los indicadores sociales en caso de que no existieran estos programas, da cuenta de la 
importancia de los mismos en su rol de protección social". 


Primero, creo que este dato es muy importante, y también lo es la franqueza con que se plantea en el informe, 
por lo cual mi interrogante va al fondo de esto. Quiero preguntar al señor Ministro cómo ve él este camino 
para el próximo año, y si estima que se pueden ir eliminando prestaciones. Creo que han controlado algunas 
bien y otras, lamentablemente, han debido ser retiradas porque no se cumplía con las contraprestaciones, algo 
que considero importante que se consiga porque la gente tiene que recibir esa asistencia, pero, al mismo 
tiempo, debe haber una contrapartida. Quisiera saber qué posibilidades hay de que pueda actuar un equipo 
multidisciplinario integrado por todos los Ministerios -como lo dijo el año pasado, o cuando asumió su cargo; 
no recuerdo cuál era el nombre que se le había dado-, con el objetivo de trabajar en estos temas específicos 
del cumplimiento de las contraprestaciones. Creo que más allá de lo que le demos a la gente es mucho más 
importante analizar cómo puede cumplir con las contraprestaciones, porque si logramos eso alcanzaremos el 
verdadero objetivo, que es que lleven a los niños a la escuela, a los controles de salud y a los odontológicos, 
que son aspectos importantes para ir mejorando verdaderamente la calidad de vida. 


Por otra parte, sabemos que el Ministerio tiene muy pocos funcionarios y que esa Cartera tiene contratadas 
algunas ONG. Quisiera saber si el dinero que se paga a esas ONG -que, a su vez, hacen el trabajo y, por 
supuesto, pagan sus salarios-, se incluye en "Otros gastos" o se considera como "Gastos de funcionamiento", 
dentro de los programas. 


SEÑOR ASTI.- Saludo oficialmente a la delegación del Mides. 


El señor Ministro se refirió al artículo 303 y en ese momento hice una seña, porque además del tema de la 
niñez y la adolescencia en esa norma se hace referencia a la rehabilitación social. Simplemente para que 
conste en la versión taquigráfica, digo que supongo que la respuesta será exactamente la misma. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera agregar una pregunta referida al primer artículo del Inciso, que es el 
255. 


Comprendemos y acompañamos la inquietud que plantea el Ministerio en cuanto a que, a partir de las 
competencias establecidas en la ley que tiene que ver con el adulto mayor, también esté comprendida dentro 
de la política hacia ese sector de la población relacionada con la conformación de un sistema de cuidados, lo 
que tiene que ver con los hogares para esas personas. Quisiera saber si el Ministro entiende pertinente hacer 
una reformulación del artículo propuesto, ya que la Ley_N* 17.066 establece algunos elementos muy claros 
en cuanto a competencias del Ministerio de Salud Pública. Si bien se plantea que el Instituto Nacional del 
Adulto Mayor cuente con integración del propio Ministerio, tal vez la reformulación de la redacción podría 


dejar establecida una intervención más directa del Ministerio de Salud Pública en algunos aspectos que se 
señalan en dicha ley, como por ejemplo la instalación de servicios y establecimientos del adulto mayor, ya 
que se determina, por ejemplo, que deberán estar inscriptos en el Registro, contar con médicos especialistas 
en tercera edad y otros aspectos. En realidad, lo que ocurre hoy en día es que cuando se evidencian algunas 
problemáticas en torno a estos hogares, generalmente se recurre a las Direcciones Generales o 
Departamentales de Salud para que intervengan y, muchas veces, cuando se recurre a los Directores del 
Mides se genera una competencia no del todo clara, que tal vez este artículo busque otorgarles, pero creo que 
hay aspectos sanitarios que deberían expresarse en forma más clara. 


Por lo tanto, quería manifestar mi preocupación y saber si el señor Ministro está afín a estudiar una redacción 
más precisa para este artículo. Esa era mi inquietud. 


SEÑOR PRESIENTE.- Sin ánimo de hacer un resumen taxativo, según lo que hemos escuchado, el 
señor Diputado Abdala hizo dos preguntas con respecto al planillado de la Rendición de Cuentas, 
referidas a un programa sobre frontera y otro sobre clasificadores. Luego hizo mención al artículo 248, 
que tiene que ver con el Programa "Uruguay Trabaja", y a los artículos 259 y 260. 


A su vez, el señor Diputado Sander preguntó si en caso de eliminarse las transferencias correspondientes a las 
407.000 asignaciones familiares y 65.000 tarjetas, aumentarían los niveles de pobreza; inclusive se animó a 
aventurar una cifra. 


Además, preguntó qué contraprestación hay con respecto a lo que está haciendo el Mides; y, finalmente, hizo 
una pregunta referida al funcionariado y las ONG. 


El señor Diputado Asti se refirió a un artículo que todos conocemos; y, por último, el señor Diputado 
Pardiñas preguntó sobre la posibilidad de reformular el artículo 255 procurando establecer un parámetro más 
preciso con respecto a la atención al adulto mayor. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Con relación a los dos aspectos del planillado a 
los que se hizo referencia, debo decir que el de economía de frontera y el de clasificadores son 
proyectos Fosem que estaban previstos para 2012, pero no pudieron ser ejecutados y fueron 
reprogramados para 2013. La causa de la no ejecución de estos Programas tuvo que ver con su 
reformulación; en el caso del de clasificadores, como concentramos nuestro esfuerzo donde estaba el 
grueso de la clasificación, es decir, Montevideo-Canelones, debimos reconfigurar el Programa y 
trasladar el financiamiento para este año. Aclaro que los dos Programas se están ejecutando; 
podríamos remitirles las cifras correspondientes a la ejecución de 2013, a efectos de que contaran con 
esos datos. 


Antes de referirme al articulado voy a mencionar una cifra que pensaba proporcionar y que la pregunta del 
señor Diputado Abdala me hizo recordar. Estoy hablando de la forma en que evolucionaron los cupos de 
"Uruguay Trabaja", porque la idea de cupos dentro de cupos -por decirlo de alguna manera- tiene que ver con 
la evolución. El Programa empezó en 2008 y sustituyó al denominado "Trabajo por Uruguay". Siempre tuvo 
3.000 cupos; eso fue aprobado por la ley de 2008 y hasta ahora no ha cambiado. En 2008 se presentaron 
26.000 personas; en 2009, 24.000; en 2010, 20.000; en 2011, 16.408; en 2012, 16.000, y en 2013, 14.042. 


No tenemos la información de cuántos efectivamente cumplían las condiciones, porque hasta 2012 el 
procedimiento consistía en que se inscribían, se sorteaba y luego se hacía el control en el BPS para verificar 
que tuvieran dos años sin aportes a ese organismo. Si alguno de los sorteados no cumplía con esa condición, 
era sustituido. Eso daba mucho trabajo. Entonces, el año pasado hicimos al revés: primero pasamos los 
14.042 anotados por la base de datos del BPS y luego sorteamos entre los que cumplían las condiciones. Ese 
año, de los 14.000 anotados, quedaron 8.000 habilitados para participar en el sorteo de los 3.000 cupos. No 
puedo decir si en los años anteriores la proporción entre quienes cumplían con las condiciones y quienes no 
lo hacían era la misma, porque esa estimación tendría un margen de error muy alto. Di esta cifra para 
comparar entre cupos y personas que cumplían con las condiciones; ahora son 8.000 las personas entre las 
que se sortea. 


En función de que la cantidad de personas que se presenta está más cerca del número de cupos que tenemos 
disponibles -ya no es de ocho veces los cupos-, entendimos que era bueno manejar cupos calificados, por 


llamarlos de alguna manera. El Programa ya tiene un cupo calificado entre hombres y mujeres; eso ya existe. 
Entonces, si se inscribe un 70% de mujeres y un 30% de varones, cuando se hace el sorteo se sortea el 70% 
para mujeres y el 30% para varones, de manera de mantener la proporción. Insisto con que ese filtro de 
calificación ya existe. 


De cualquier manera, estamos muy de acuerdo con que se definan con más exactitud los cupos para 
afrodescendientes, víctimas de violencia, etcétera; no tenemos dificultades en enviar una propuesta en ese 
sentido. En algún momento pensamos en hacerlo así, pero en la discusión particular, cuando elaboramos el 
articulado, preferimos manejar el tema genéricamente, pero reitero que no tenemos problema en plantearlo, 
porque eso nos facilitaría las cosas. Inclusive, en función de cómo se han presentado estos colectivos en los 
últimos tres años -que es el período durante el que más se reordenó la pobreza; después voy a hablar al 
respecto-, podemos hacer una propuesta concreta de porcentajes y enviársela. 


También estamos de acuerdo con que la nueva definición de hogar se agregue a la que está, si es que hay una 
nueva redacción que la contempla. Nuestra propuesta iba en la línea de flexibilizar la definición, dada las 
características de los hogares uruguayos en general y, en particular, las de las poblaciones más vulnerables. 
Pero si esa flexibilización va encimada a la definición que ya estaba y la redacción resultante no es 
contradictoria, estamos dispuestos a aceptarla; no nos generaría ningún problema. 


En el caso de las pensiones de sobrevivencia e invalidez, entendemos que son pensiones no contributivas, y si 
bien "compiten" -lo digo entre comillas- porque ya hay un aporte del Estado para ellas, son de las más bajas, 
y no nos pareció bien cerrar el cupo en este caso. Lo que hacemos es agregar a estas personas y a las que 
estaban en anteriores Programas del Mides, como las de "Trabajo por Uruguay", que hacía cinco años que se 
habían presentado y no podían volver. Dado el volumen de estas prestaciones y la población que las recibe, 
nos pareció que se justificaba reincorporarlas y quitarlas de la exclusión. 


SEÑOR ABDALA.- Aprovecho para reconocer que las eventuales modificaciones al texto propuesto 
son una buena noticia; si el Ministerio está abierto a eso, se podrá trabajar en alguna fórmula 
alternativa. Desde ese punto de vista, creo que mi inquietud sería satisfecha. 


Con relación a las pensiones por invalidez planteábamos una duda relacionada con una circunstancia 
objetiva, que puede tener alguna fundamentación en la realidad, pero objetivamente está claro que, desde el 
punto de vista teórico, se podrían dar dos situaciones simultáneas. Según la nueva redacción, en forma 
simultánea dos ciudadanos podrían recibir, como respuesta del Estado, distintos retornos en cuanto a la 
contemplación de su situación. Una persona podría estar en condiciones de percibir dos prestaciones en 
forma simultánea -una pensión por invalidez y la incorporación al Programa "Uruguay Trabaja"-, pero otra, 
que no recibe nada del Estado y está en una situación de vulnerabilidad social similar, se podría presentar al 
sorteo sin éxito y, por lo tanto, quedar fuera de los Planes y Programas vigentes. Esa parecería ser una 
situación de cierta inequidad o desigualdad. 


Entiendo la eliminación del viejo literal A), relativo a quienes participaron en algún momento del programa 
"Trabajo por Uruguay", porque refiere a una situación pasada, que ya no está vigente, pero ese ciudadano o 
esa ciudadana puede encontrarse en la misma circunstancia de exclusión o de vulnerabilidad social a la que 
tenía antes. Esa es la duda que se nos genera. Entendemos que, por un lado, el Estado hará un doble esfuerzo 
con relación a determinados ciudadanos, pero con respecto a otros no hará ninguno, simplemente, porque 
tuvieron la mala suerte de perder el sorteo. Eventualmente, esos últimos podrían encontrarse en una situación 
equivalente o idéntica a la de los primeros. El planteo es teórico, pero alguna correspondencia con la realidad 
debe tener. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Hay que considerar el contexto y la demanda de 
quienes soliciten esta prestación. Puede darse esa situación, pero recordemos que "Uruguay Trabaja" 
es una prestación transitoria, o sea que el doble apoyo se dará por un período muy corto y que, de 
todas las pensiones otorgadas por el Banco de Previsión Social, esta es la que llega a la población más 
vulnerable. 


Al mismo tiempo, en la medida en que se aprueben los dos artículos, el hecho de que haya cupos específicos 
para poblaciones más vulnerables, de alguna manera garantiza que no todos van a quedar en sorteos 


generales. Eso también puede ayudar a la focalización de la herramienta. 


Por eso en este caso -a diferencia de las otras dos propuestas, que me parecen adecuadas-, mantendríamos la 
redacción. 


Antes de responder las preguntas del señor Diputado Sander voy a contestar las del señor Diputado Pardiñas, 
de forma muy concreta. 


Entendemos que los referidos hogares de ancianos tienen componentes sanitarios que a veces hacen difícil 
discernir los límites de las políticas sociales. Por lo tanto, estamos de acuerdo con que se plantee una 
redacción que contemple más una regulación política del Mides -llamémosle así- y, al mismo tiempo, una 
cogestión de la regulación de los elementos sanitarios. Incluso podemos conversar con la Ministra Muñiz y 
proponer una redacción conjunta para enviarla a esta Comisión. Respecto a la pobreza y a la indigencia, 
mayoritariamente, las 65.162 personas que tienen Tarjeta Uruguay Social -salvo los trans u otros- también 
tienen asignación familiar. O sea que cuando hable del grupo TUS, me voy a referir a las 65.162 personas en 
sus dos prestaciones. Las más de trescientos mil son AFAM pura. 


Los hogares TUS, en un país con un millón trescientos mil hogares, representan el 5%, aproximadamente, lo 
que en estadística se conoce como el primer ventil de la distribución del ingreso. 


El ingreso de los hogares de este primer ventil se compone de la siguiente manera: 30% por transferencias del 
Estado -si bien están todas, básicamente son no contributivas; casi no hay 1 jubilaciones y pensiones- que 
comprende Tarjeta, AFAM o asistencia a la vejez; 25% de un rubro llamado "Otros" en la que hay diversas 
cosas -por ejemplo, arrendamientos, porque hay hogares que alquilan piezas-, y 45% por ingresos derivados 
del trabajo. 


Los ingresos derivados del trabajo son en carácter informal; cuatro de cada cinco, o sea, el 80% de este 
primer ventil, tiene ingresos por trabajo informal, y el 20% lo obtiene a través de un trabajo formal. De todas 
formas, son ingresos por trabajo en un contexto de la economía que tiene mucho trabajo y en el que, de 
alguna manera, eso lo ha permitido. 


¿A qué viene esto? A que si en este primer ventil quito la tarjeta o la asignación para las personas que están 
en la parte baja de la distribución, el impacto de cruzar la línea -por decirlo de alguna manera- sería 
importante. 


Hace muy poco hicimos un trabajo de simulación, un ejercicio, para ver qué pasaría con la pobreza y la 
indigencia si la línea se moviera. Ante un movimiento de 10% de la línea de pobreza, hacia arriba o abajo, 
esta bajaría o subiría, pero la mitad de lo que podría llegar a ocurrir estuviéramos en el año 2006. 


¿Qué significa? Esto se mide por un indicador llamado severidad de la pobreza. Es decir, cuán lejos está la 
gente de la línea, o sea, de caer. Como la severidad de la pobreza bajó, los impactos son importantes, pero no 
tanto como antes. 


Frente a esto uno se pregunta cuánto va a subsistir la Tarjeta Uruguay Social. Creemos que en el primer ventil 
de ingresos -que es bastante menos de lo que había de población vulnerable hace unos cuantos años, pero que 
es un número importante de hogares- no es previsible que a corto plazo la Tarjeta Uruguay Social y la AFAM 
correspondiente a ese primer ventil pueda ser quitada, al contrario. 


El año pasado, en este ámbito, planteamos un esquema en el que las Tarjetas Uruguay Social iban a bajar - 
como lo estoy señalando hoy-, pero las tarjetas Uruguay Social duplicadas -que corresponden a la mitad 
dentro de ese primer ventil-, pasaron de quince mil a veintitrés mil, y esperamos llegar al entorno de 
veinticinco a treinta mil tarjetas duplicadas. Lo que hay es un proceso de ultrafocalización, gastando el 
mismo dinero -cien mil millones-, porque en la Rendición de Cuentas no hay solicitud adicional para la 
Tarjeta Uruguay Social. En lugar de distribuirlo entre ochenta mil personas, se redistribuirá entre menos de 
sesenta mil, pero con muchas más duplicadas. Es decir que en términos de tarjetas equivalentes tendremos el 
mismo número de personas, o de tarjetas. 


Este es básicamente el esquema. 


SEÑOR SANDER.- Lo que escucho de parte de muchas personas -creo que es ahí donde deberíamos 
hacer un esfuerzo- es que quieren trabajar, pero de manera informal, porque si lo hacen formalmente 
y Cae una inspección o los denuncia un vecino, les retiran los beneficios. Me pregunto si se podrá 
trabajar en la formalización, sin que la gente pierda esos beneficios, que complementan sus ingresos. 
Me parece que esto sería importante para el Gobierno, que recaudará más, y para la persona, que verá 
reconocidos sus años y podría recoger sus beneficios legales, sin que esto implique perder el apoyo del 
Gobierno. 


Tal vez habría que hacer un esfuerzo, no ser tan drásticos, y fijarse una meta por períodos de tiempo y por 
permanencia laboral. ¿Cómo se podría formalizar a esas personas que están en "negro" de forma tal que no 
pierdan ese beneficio, que es importante porque complementa los ingresos? 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero hacer una división entre la Tarjeta y las 
AFAM, porque las situaciones son diferentes. 


Respecto a la Asignación Familiar hay un mito bastante generalizado y es que el límite de ingresos de la 
Asignación Familiar Plan de Equidad es mucho menor que el límite de la Asignación Familiar contributiva. 
Reitero que es un mito cuando se dice que si paso a ser contributivo, pierdo la Asignación Familiar Plan de 
Equidad. 


Quiero decir que de las AFAM Plan de Equidad que nosotros retiramos en este proceso, el 47% tenían 
registro de trabajo formal en el Banco de Previsión Social. La diferencia es que el límite de ingreso de la 
AFAM contributiva es por salario -hasta cinco BPC cobra tanto, hasta diez BPC cobra tanto y para arriba, no 
cobra más- y el límite de la AFAM Plan de Equidad es "per cápita". Cuando uno lo compara, ve que este es 
mucho más chico, pero si el hogar lo integran cuatro personas, el límite termina siendo igual. 


En el caso de la Tarjeta sí es casi seguro que por el nivel de algoritmo crítico que esta debe tener, que es 
mucho más exigente que la AFAM, al contar con un trabajo formal, es difícil que se conserve. A nosotros nos 
parece que está bien que esto suceda porque la Tarjeta Uruguay Social, que es para hogares de pobreza 
extrema, con un nivel de salario mínimo formal de $ 8.000, es dificil que se mantengan. Puede haber Tarjetas 
con ingreso formal, pero serán mínimas. En el caso de AFAM no es así pues, reitero, la cifra de 47% es 
reciente. 


Es probable que quien tenga un trabajo formal figure en una planilla y sepa cuánto cobra, pero quien tiene un 
trabajo informal, cuando completa su formulario de AFAM, no tiene un registro tan claro como para saber 
cuál es su ganancia que, además, puede ser muy fluctuante en el tiempo. 


Lo otro que también ocurre -hemos acordado con el BPS resolverlo- es que hay personas que dicen lo que 
acaba de afirmar el señor Diputado cuando les ofrecen un trabajo en una zafra de tres meses, en el que ganan 
más dinero que el límite establecido para las AFAM. Obviamente, la AFAM la perderían porque pasarían el 
límite. Sin embargo, los otros nueve meses del año la percibe. 


Por lo tanto, lo que le hemos propuesto y acordado con el Presidente del BPS -se está trabajando en la parte 
informática para llevarlo a cabo- es que el ingreso que se contemple para la AFAM sea el ingreso anual 
dividido doce. De esta forma, una persona vaya a trabajar en la uva, la naranja, o donde sea, no perderá ese 
beneficio. Esperamos tener terminado esto en el correr del año y en el 2014 aplicar el criterio anual de umbral 
de ingresos de las AFAM. En el caso de la Tarjeta, como no hay umbral de ingresos y solo se tiene en cuenta 
el Índice de Carencia Crítica, este problema no existiría. 


En cuanto a las contraprestaciones, a partir del Sistema Integrado de Información del Área Social (Siias), 
logramos trabajar informáticamente en el control de datos. Siempre digo que hemos valorado poco -somos 
autocríticos- el enorme esfuerzo enorme que significa tener un Sistema Integrado de Información del Área 
Social, a través del cual se puede saber quién percibe una asignación o si tiene el certificado de nacido vivo 
de su hijo. Ese es el nivel de información que no se tuvo entre 2008 y 2011; la ANEP había tenido 
dificultades para ingresar. 


Una vez que la ANEP ingresó a través del Proyecto GURI -Gestión Única de Registros de Información- y 
también lo hicieron Secundaria y UTU hicieron a través de sus proyectos informáticos, se empezó usar para 


el contraste informático entre asistencia escolar, liceal, UTU, y las AFAM. Sin embargo, el Siias ya se venía 
usando. Me animo a decir que hoy tenemos más de diez millones de registros dentro del sistema. 


El 30 de abril hicimos un control sobre las inscripciones y el 31 de julio lo vamos a hacer sobre la asistencia, 
que será complementario al anterior; de ese control surgieron que de 520.000 Asignaciones Familiares - 
contributivas y no contributivas- había 32.580 datos que no convergían; esas eran las personas que tenían la 
Asignación Familiar y no tenían asistencia. Es un 6% del total; ese porcentaje fue igual para las contributivas 
y para las no contributivas, no estuvo más concentrado en las Asignaciones Familiares del Plan de equidad 
como uno podría intuir al comienzo. De ellas, más de 2.000 ya reingresaron porque por distintos motivos no 
estaban bien los registros, y sobre los demás, estamos trabajando en la reinscripción. Esa es la 
contraprestración. 


Los pagos a las Organizaciones no Gubernamental -que hacen buena parte del trabajo en servicios como 
Uruguay Trabaja, Refugios, Socat y demás, están en gastos de funcionamiento. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Hoy no tenía pensado hablar porque no pertenezco a esta Comisión y los 
números no son lo mío, pero como todo esto de la Rendición de Cuentas y el tema presupuestal va 
acompañado de gestión, me vi tentado a hacer algunas preguntas o, al menos, trasladar algunas 
inquietudes al señor Ministro. 


Uno de los grandes planes publicitados durante todo el año fue el "7 Zonas", porque el Mides, junto con el 
Ministerio del Interior, advirtieron que había siete zonas de extrema vulnerabilidad y de falta de servicios. 


En el Mensaje se desarrolla eso y se señala que algunas de las zonas a intervenir son en los barrios Marconi, 


Punta de Rieles y algunos otros de Canelones. Me quiero referir al barrio Marconi porque el señor Ministro 
hablaba de la Tarjeta Uruguay Social, que es dinero, pero focalizado para alimentos y productos de higiene... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Permítame, señor Diputado. 
Sin ánimo de censurar al señor Diputado, le recuerdo que hay Comisiones especializadas... 
SEÑOR GARINO GRUSS.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, me parece que sería mucho más productivo que esto se tratara 
en las Comisiones especializadas. 


De cualquier manera, le voy a ceder el uso de la palabra, pero usted está hablando de un barrio en particular, 
y los señores Diputados y señoras Diputadas que estamos aquí no somos especialistas en esos asuntos. 


No está en mi ánimo censurarlo porque, como Representante Nacional, tiene todo el derecho a expresarse 


libremente. Pero me parece coincidir con las señoras Diputadas y los señores Diputados en cuanto a que 
quizás este sea un tema para tratar en una Comisión especializada. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Entiendo el criterio de la Mesa, pero si el señor Ministro tiene alguna 
objeción para contestar o no tiene los elementos para contestar, lo puede decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro no es quien manda aquí; acá estamos en el Parlamento 
nacional. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Necesitaba ese último comentario porque no lo sabía. ¡Justo! 


(Murmullos) 


———Me remito a la página 131 del Informe de la Rendición de Cuentas donde se hace referencia al Marconi. 
Desde el mes de diciembre del año pasado estuve tratando de arrimarle la problemática de la plombemia de 


algunos chicos con carencias educativas y de salud; estuve siete meses, y recién hace diez días fueron 
autoridades de Salud Pública, luego de coordinarlo con la doctora Sica. 


Aquí se fijan un montón de objetivos, como mejorar la iluminación y limpieza de basurales, que no ha 
acontecido. Inclusive, en algunas casas de la zona no hay agua y es difícil acceder a la luz. 


El informe de la Rendición de Cuentas dice que uno de los objetivos es la inversión en espacios públicos y se 
hizo una pequeña plaza en la esquina de Trápani y Bottaro -si no recuerdo mal; lo estoy diciendo de 
memoria-, pero lo cierto es que a una o dos cuadras de ese lugar, en invierno, las casas se inundan. Los 
vecinos reclaman que es muy paradójico y contradictorio poner plazas y tener ese tipo de objetivos cuando, 
en realidad, no hay cunetas marcadas y se les inundan la casa; del mismo modo, si no tienen agua, aunque se 
les suministren elementos de higiene, no podrán higienizarse para prevenir los males de la plombemia 


Otro problema es la falta de servicios a la hora de llamar a la policía o a los bomberos. 


También tengo una pregunta respecto a la Tarjeta Uruguay Social. En el pasado hubo un informe -que fue 
bajado de la página del Inda- en el que se desglosaba en qué se invertían o gastaban los débitos de esa 
Tarjeta. Quisiera saber si hoy existe algún informe. 


En su exposición, el señor Ministro hizo referencia al monotributo y destacó que había 1.750 personas. Creo 
que el monotributo responde al principio de justicia aristotélico -que puede ser compartido o no- de tratar en 
forma desigual a los desiguales. Lo cierto es que muchas personas beneficiarias del monotributo me han 
planteado que se dedican a la construcción o a realizar pequeñas changas relativas a ese rubro que no lo 
pueden efectivizar porque eso va por otra Caja. Por ejemplo, el arreglar una reja o pintar un muro -algo que 
no implica modificación de planos-, está absolutamente impedido hacerlo a través del monotributo, que 
puede llegar a ser limitante para las personas que se inscribieron -están dentro de esas 1.750-, pero que no 
pueden trabajar porque se dedican a hacer obras. 


También quiero referirme al plan Compromiso Educativo, que he seguido de cerca pero no he conseguido 
ningún informe que detalle cómo viene; lo he buscado, tal vez exista, pero no lo encontré. 


Por último, me quiero centrar en un informe de la Auditoría Interna de la Nación sobre el Instituto Artigas, 
que para funcionar requiere aportes del Mides -bajo la égida del cual funciona- y de su patrimonio propio, 
porque es una asociación civil intervenida. Sin embargo, de acuerdo con el informe de la Auditoría Interna de 
la Nación, la asociación no conoce su patrimonio, tiene treinta inmuebles cuya mayoría están ocupados y no 
puede arrendarlos para obtener los ingresos necesarios para dar mejor atención a los usuarios, que son ciegos. 
Como seguramente sabrá el señor Ministro, este informe de la Auditoría Interna de la Nación es bastante 
negativo. Si se analiza el período 2006-2011, se advierte que había una orden de no dar más asilo y no dejar 
pasar a más personas. 


El informe es muy preocupante. Quisiera saber si hubo algún tipo de sumario o investigación, ya que así se 
me informó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que en el Parlamento acostumbramos a manejarnos con Comisiones 
Especiales. Esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda se dedica a analizar los 
artículos que contiene la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, pido al señor Ministro que haga 
referencia a los artículos, ya que se pregunta sobre temas que no corresponden a esta Comisión. Hace 
muchos días que las señoras Diputadas y los señores Diputados venimos trabajando sobre temas 
referentes a la Rendición de Cuentas y no quisiera que comenzáramos a discutir acerca de otros 
asuntos. De cualquier manera, no voy a censurar al señor Ministro, así como tampoco censuré al señor 
Diputado, que tiene todo el derecho de expresarse. Pero tengamos en cuenta que estamos tratando 
"Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal", y no las políticas del Mides. 


SEÑOR MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL.- En ese sentido, voy a dar una breve respuesta a 
cada una de las preguntas. 


En primer lugar, el informe sobre el gasto con la tarjeta es permanente. Tenemos un convenio con la empresa 
que realiza la trazabilidad del gasto, que nos reporta mes a mes. De hecho, presenté el informe cuando fui 


citado al Parlamento. 


Con respecto al informe levantado de la página web al que hace referencia el señor Diputado, en primer 
lugar, debo decir que fue incorporado a la web sin autorización del señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social; por eso, luego se sacó. De todas formas, no tenía discrepancias con el gasto, sino que clasificaba los 
gastos según su valor nutricional. Para nosotros, la tarjeta, más allá de que pueda tener algún objetivo 
nutricional, es una herramienta de política focalizada hacia la gente que no comía, a efectos de que pueda 
comer. No consideramos que con la tarjeta hubiera que llevar a cabo una política dirigida a la alimentación 
saludable. Para eso hay otras herramientas, como la leche fortificada con hierro, que se adicionó a la tarjeta. 


En ese sentido, en la tarjeta se siguen manteniendo las mismas proporciones: 70% alimentos, 15% productos 
de higiene y 15% otros productos. 


Con respecto al monotributo, efectivamente la construcción está excluida. Es probable que pueda darse algún 
caso injusto en cuanto a algún aspecto pequeño, pero el riego de incluir la construcción -el Sunca nos lo 
planteó muy preocupado- consistía en que las empresas constructoras terminaran sustituyendo obreros de la 
construcción por monotributistas, a través de un régimen de tercerización, sobre todo en un contexto en el 
que el salario mínimo de la construcción, por suerte, está aproximadamente en $ 17.000 nominales. Ese 
riesgo existía y, entonces, acordamos esto. 


Con respecto al Instituto de Profesores Artigas, tomamos dos acciones: una investigación administrativa y el 
cambio del interventor. La investigación administrativa todavía está en Jurídica; cuando esté pronta, la 
haremos conocer. Por otro lado, cambiamos el interventor de manera inmediata. 


Sobre el programa "Compromiso Educativo" de 2012, hay un informe casi terminado; ni bien esté pronto, lo 
haremos llegar. El dato más importante es que la reinscripción en 2013 de los estudiantes de quinto año fue 
del 80% en todo el país y la de los que pasaron por el programa "Compromiso Educativo" fue del 83%. Hay 
una enorme cantidad de datos que haremos públicos, junto al señor Ministro Ehrlich y al Presidente del 
Codicen, profesor Netto, con quien cogestionamos este programa. 


En cuanto al Plan "7 zonas", es evidente que no hay resultados porque la intervención comenzó en el mes de 
abril de este año. Recién están empezando las ferias sociales y la acción de la Policía Comunitaria. Este es un 
plan a dieciocho meses. Lo que está expresado en la exposición de motivos son los objetivos. En la medida 
en que tengamos resultados, los iremos trasmitiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del señor Ministro de Desarrollo Social y 
asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 42) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


